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El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 20 de abril de 2018
Proceso:


Tutela  – Concede petición – Revoca otras derechos
Radicación Nro. :

66170-31-10-001-2018-00088-01
Accionante (s): 

Gustavo Giraldo Acevedo
Accionado (s):

Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo -.
Vinculado (s):

Superintendencia de la Economía Solidaria, la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Trabajadores de la Educación de Risaralda -Cooeducar- y el Consejo de Administración, la Junta de Vigilancia y los Comités de Ética y de Recreación de esta última entidad.
Magistrada Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


PETICIÓN / ACTUACIONES FRENTE A LAS QUEJAS FORMULADAS / SIN RESPUESTA / CONCEDE / SANCIÓN y RESARCIMIENTO DE DAÑOS  / PROTECCIÓN DEL DENUNCIANTE / NIEGA  Surge de esas pruebas que el funcionario demandado decidió iniciar la indagación preliminar contra los miembros principales de la Junta de Vigilancia de Cooeducar, ante el reiterado incumplimiento en responder las solicitudes que les ha remitido para que se pronuncien sobre denuncia tantas veces citada y porque se niegan a resolver las peticiones que formula el actor.

Sin embargo, dejó de pronunciarse sobre el trámite que dará a las quejas formuladas por el accionante, con fundamento en los hechos que narró en los escritos de fechas 24 de julio y 4 de octubre de 2017, por conductas que endilga a otros funcionarios de la Cooperativa, relacionadas con la celebración del día del pensionado y con las supuestas irregularidades contables en que incurrieron los ordenadores del gasto de esa actividad. También omitió pronunciarse sobre la solicitud que plasmó en memorial del 27 del último mes, respecto al vencimiento de términos y a la aplicación del silencio administrativo.

De esa manera las cosas, se considera que el Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo lesionó el derecho de petición de que es titular el demandante, y de paso el debido proceso administrativo porque desconoce el citado señor el trámite que se dará a las denuncias que formuló.  

Por tanto, se concederá el amparo solicitado y se ordenará al señor Dimas Sampayo Huertas, Superintendente Delegado para la supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie sobre el trámite que dará a las quejas formuladas por el demandante y respecto de la petición que elevó el 27 de octubre del año anterior. 

No se ordenará al referido funcionario sancionar a los representantes de Cooeducar y resarcir el daño ocasionado porque el juez de tutela no está facultado para imponerle a quien lesiona derechos como los que aquí resultarán dignos de protección, la obligación de decidir en determinado sentido la cuestión que se le plantea. 

Tampoco se dispondrá brindar protección al accionante porque si bien la acción de tutela procede para preservar la integridad física de las personas que estén en algún nivel de riesgo , no existe prueba de que el actor ni los demás denunciantes hayan sido objeto de amenazas por tales hechos. De todas formas, tampoco se acreditó que el actor haya solicitado medidas de protección a las entidades competentes.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, abril veinte (20) de dos mil dieciocho (2018)
Acta No. 118 del 20 de abril de 2018
Expediente No. 66170-31-10-001-2018-00088-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el señor Gustavo Giraldo Acevedo, frente a la sentencia proferida el pasado 6 de marzo por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, en la acción de tutela que el recurrente instauró contra el Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo, a la que fueron vinculados la Superintendencia de la Economía Solidaria, la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Trabajadores de la Educación de Risaralda -Cooeducar- y el Consejo de Administración, la Junta de Vigilancia y los Comités de Ética y de Recreación de esta última entidad.

ANTECEDENTES

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 25 de julio de 2017 formuló denuncia ante la Superintendencia de la Economía Solidaria contra los miembros del Consejo de Administración y la Junta de Vigilancia de la Cooperativa Cooeducar de Pereira, pues con desconocimiento de las funciones propias de sus cargos, permitieron el gasto irregular de los recursos destinados para la celebración del día del pensionado de esa entidad, que ascienden a $15.000.000 y porque además, se negaron a dar apertura a las diligencias pertinentes para la imputación de responsabilidades y la restitución de los dineros. 
1.2 El 3 de agosto siguiente le indicaron que en quince días le informarían sobre las respuestas de la Junta de Vigilancia y del Consejo de Administración de esa Cooperativa. Sin embargo, nada se le comunicó.

1.3 Después de dos meses y medio, el Superintendente le indicó que se había concedido un “nuevo plazo improrrogable”, hasta el 25 de octubre de 2017, para que el Consejo de Administración y la Gerencia de Cooeducar realizaran los pronunciamientos de rigor sobre su denuncia. Como después de esa fecha tampoco obtuvo respuesta, el 27 del citado mes remitió al citado funcionario un escrito en el que le manifestó que no ha debido otorgar tal plazo y que le correspondía aplicar el silencio administrativo.

1.4 El 3 de noviembre del año citado, pidió al citado Superintendente dar respuesta al escrito del 27 de octubre anterior y le reiteró que con la queja se anexaron 159 firmas de pensionados, quienes lo apoyan en los hechos que denunció.  

1.5 Desde cuando lo hizo, han trascurrido aproximadamente siete meses; también un año y dos meses a partir de la fecha en que puso en conocimiento aquellos hechos al Consejo de Administración y a la Gerencia de Cooeducar, pero hasta el momento no se ha impuesto sanción alguna por lo ocurrido.
2. Considera lesionados los derechos constitucionales consagrados en los artículos 13, 15, 23 y 29 de la Constitución Nacional y para su protección solicitó se ordene al funcionario accionado sancionar a los involucrados, resarcir el daño ocasionado y proteger a todos aquellos que, como él, se atrevieron a denunciar las mencionadas irregularidades. 

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 26 de febrero último se admitió la acción de amparo y se ordenó vincular a la Superintendencia de la Economía Solidaria, a Cooeducar y al Consejo de Administración, la Junta de Vigilancia y los Comités de Ética y de Recreación de esa entidad.

2. Dentro del trámite de primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 Los Presidentes del Consejo de Administración, de la Junta de Vigilancia y del Comité de Ética y el representante legal de Cooeducar manifestaron, en síntesis, que no han vulnerado los derechos del accionante ya que se le han respondido los derechos de petición que ha elevado; se le aclararon las inquietudes que tenía sobre la aprobación y ejecución del gasto; este se mostró satisfecho y se comprometió a desistir de la queja formulada, lo que no ha hecho; con el fin de dar cumplimiento a lo ordenado por el Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad  Financiera del Cooperativismo, se enviaron sendos comunicados a los asistentes a la reunión, se pronunciaron respecto de la petición que formuló el accionante y se dio respuesta a aquel funcionario. Además, agregó, se falló una tutela, a su favor, con fundamento en los mismos hechos narrados por el demandante.    
2.2 La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de la Economía Solidaria solicitó se negara el amparo invocado. Alegó que la entidad que representa no ha lesionado los derechos del accionante pues las peticiones formuladas por el actor fueron debidamente atendidas por el Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo. 
De otro lado, refirió que los hechos que sustentan la denuncia del actor no son de competencia de la entidad que representa, pues se refieren a cuestiones de logística y del presupuesto designado para la celebración del día del pensionado, que son propias de la autonomía de Cooeducar y en las cuales no puede intervenir,     pues de lo contrario estaría coadministrando, figura prohibida por el 
artículo 151 de la Ley 79 de 1988.
3. Mediante sentencia del pasado 6 de marzo el Juez de Familia de Dosquebradas declaró el hecho superado.

Para decidir así, estimó que cesó la vulneración de los derechos del actor porque la entidad accionada dio trámite a la queja por él  formulada y ante el silencio de Cooeducar, dio apertura al procedimiento administrativo sancionatorio contra los miembros principales de su Junta de Vigilancia, actuación en la que se deben agotar las etapas respectivas y garantizar el derecho de defensa de los investigados, sin que sea posible aplicar el silencio administrativo positivo ante la falta de respuesta de la citada Cooperativa, ya que la Superintendencia Solidaria está siguiendo los lineamientos establecidos en su Circular Básica Jurídica, para continuar con el procedimiento sancionatorio consagrado en el CPACA.
4. Inconforme con el fallo, el demandante lo impugnó. Alegó que sí se han vulnerado los derechos cuya protección invoca, pues la medida administrativa adoptada por el Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo cubre únicamente a los miembros principales de la Junta de Vigilancia, pero se excluye y discrimina “de manera complaciente y extrañamente benéfica a los demás vinculados a mi denuncia”; es decir, a los miembros del Consejo de Administración, de la Gerencia y de los Comités de Recreación y de Ética de la Cooperativa, quienes también son responsables por acción y por omisión. Alega que en la tutela solicitó se castigaran los culpables, teniendo en cuenta la gravedad de sus faltas. Por tanto, pide se les investigue y sancione.
C O N S I D E R A C I O N E S  
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si: a) el Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo lesionó los derechos de que es titular el demandante, dentro del trámite administrativo adelantado con ocasión a la denuncia que instauró por las supuestas anomalías en que incurrieron los representantes de Cooeducar, en la actividad del Día del Pensionados del año 2016 y b) si procede la tutela para ordenarle al citado funcionario sancionar a miembros de esa cooperativa, resarcir los daños causados y adoptar medidas de protección a favor de los denunciantes.
3. Antes de comenzar con el desarrollo de los anteriores problemas jurídicos, la Sala debe verificar si en este caso se produjo el fenómeno de la cosa juzgada que alegan los miembros de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Trabajadores de la Educación de Risaralda, vinculados a esta actuación. 
A la actuación se incorporaron copias de las sentencias de tutela proferidas por los Juzgados Segundo y Octavo Civil Municipal de Pereira, en su orden el 4 de junio y el 4 de octubre de 2017. Sin embargo, de los hechos en ellas plasmadas, surge evidente que no guardan relación con los que son objeto de esta decisión. En la primera se quejó el actor de la negativa del Presidente del Consejo de Administración y de la Presidenta de la Junta de Vigilancia de esa Cooperativa de aceptar el desistimiento de la denuncia que formuló el 16 de mayo de 2017
 y en la segunda, dirigida contra varios de miembros de esa Cooperativa, de la reforma estatutaria que pretenden llevar a cabo
. 
De esa manera las cosas, como no se ha producido la cosa juzgada, es procedente definir de fondo la cuestión.

4. Estima el actor lesionado, entre otros, el derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política. Este es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;
“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
4.1 Las pruebas allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

4.1.1 El 24 de julio de 2017, el señor Gustavo Giraldo Acevedo solicitó al Superintendente de la Economía Solidaria iniciar investigación contra el Presidente, el Secretario del Consejo de Administración y la Presidenta de la Junta de Vigilancia de Cooeducar, para aclarar los hechos ocurridos el 19 de noviembre de 2016, durante la celebración del día del pensionado y que se resumen en falta de planeación e incumplimiento de normas de seguridad y salubridad
.  

4.1.2 Por oficio del 3 de agosto de 2017 el Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo le informó al accionante que se requirió al Consejo de Administración y a la Junta de Vigilancia de Cooeducar para que en ejercicio de sus facultades legales y estatutarias, se pronunciaran sobre los hechos “expuestos en su comunicación”. Para ese efecto, les otorgó el término de quince días. De las conclusiones obtenidas, dijo, se le daría traslado al peticionario
. 
4.1.3 El 4 de octubre de 2017 el actor solicitó a la Superintendencia de Economía Solidaria investigar el proceder del Secretario del Consejo de Administración, del Presidente del Comité de Recreación y del Gerente de Cooeducar, con sustento en que: a) el primero de ellos remitió al Comité de Ética los documentos contables que contienen los soportes para legalizar el gasto, pero carecen de firma de quienes lo elaboraron; b) la inversión en la actividad del Día del Pensionado supera la cuantía de 10 salarios mínimos mensuales, suma límite de la que dispone el ordenador del gasto para efecto de transacciones, de conformidad con los estatutos; c) no se allegaron los soportes de algunos gastos y los que sí aparecen carecen de datos básicos que permitieran establecer la identidad del prestador del servicio y el valor unitario del producto; d) si bien las facturas aparecen suscritas por el citado secretario, este no es ordenador del gasto y e) el 29 de agosto anterior solicitó se enmendaran los errores señalados, pero lo único que le respondieron era que le iban a conseguir una cita con la revisoría fiscal, sin embargo, a la fecha no ha obtenido respuesta de fondo
.

4.1.4 Por oficio del 18 de octubre de 2017 el Superintendente demandado le comunicó al accionante que requirió a la Junta de Vigilancia de Cooeducar a fin de que diera trámite a su queja de manera urgente
. Para el envío de la respuesta correspondiente, le otorgó plazo hasta el 25 de octubre siguiente, “que por lo demás se considera improrrogable”
. 

4.1.5 El 27 de octubre de 2017 el actor solicitó al funcionario accionado tener por vencidos los términos previstos en el artículo 6º de la Circular Básica Jurídica del 2015, los que nunca han debido prorrogarse, y que teniendo en cuenta el silencio administrativo, en aplicación del cual se tienen por aceptadas las acusaciones que formuló, se defina la cuestión
.

4.1.6 En escrito enviado el 3 de noviembre de 2017, el accionante solicitó se diera respuesta a la anterior petición
.

4.1.7 Por auto No. 1 del 27 de febrero último, el Superintendente Delegado ordenó dar apertura a la actuación preliminar dentro del trámite administrativo sancionatorio, de que trata el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011, frente a los miembros principales de la Junta de Vigilancia de Cooeducar, porque se advierte el reiterado incumplimiento a los requerimientos que les ha hecho, con el fin de que respondan la queja presentada por el accionante y por su renuencia a garantizarle el derecho de petición. Les advirtió que los términos para responder son de obligatorio cumplimiento para las cooperativas sometidas a su vigilancia y que por esa omisión pueden verse incursos en violación de las normas que cita
. 

4.2 Surge de esas pruebas que el funcionario demandado decidió iniciar la indagación preliminar contra los miembros principales de la Junta de Vigilancia de Cooeducar, ante el reiterado incumplimiento en responder las solicitudes que les ha remitido para que se pronuncien sobre denuncia tantas veces citada y porque se niegan a resolver las peticiones que formula el actor.
Sin embargo, dejó de pronunciarse sobre el trámite que dará a las quejas formuladas por el accionante, con fundamento en los hechos que narró en los escritos de fechas 24 de julio y 4 de octubre de 2017, por conductas que endilga a otros funcionarios de la Cooperativa, relacionadas con la celebración del día del pensionado y con las supuestas irregularidades contables en que incurrieron los ordenadores del gasto de esa actividad. También omitió pronunciarse sobre la solicitud que plasmó en memorial del 27 del último mes, respecto al vencimiento de términos y a la aplicación del silencio administrativo.
5. De esa manera las cosas, se considera que el Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo lesionó el derecho de petición de que es titular el demandante, y de paso el debido proceso administrativo porque desconoce el citado señor el trámite que se dará a las denuncias que formuló.  
Por tanto, se concederá el amparo solicitado y se ordenará al señor Dimas Sampayo Huertas, Superintendente Delegado para la supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie sobre el trámite que dará a las quejas formuladas por el demandante y respecto de la petición que elevó el 27 de octubre del año anterior. 
6. No se ordenará al referido funcionario sancionar a los representantes de Cooeducar y resarcir el daño ocasionado porque el juez de tutela no está facultado para imponerle a quien lesiona derechos como los que aquí resultarán dignos de protección, la obligación de decidir en determinado sentido la cuestión que se le plantea. 
Tampoco se dispondrá brindar protección al accionante porque si bien la acción de tutela procede para preservar la integridad física de las personas que estén en algún nivel de riesgo
, no existe prueba de que el actor ni los demás denunciantes hayan sido objeto de amenazas por tales hechos. De todas formas, tampoco se acreditó que el actor haya solicitado medidas de protección a las entidades competentes.
7. Aunque el demandante también citó como lesionados los derechos contenidos en los artículos 13 y 15 de la Constitución Política, la protección pedida se sustentó en los hechos ya analizados, sin que por tanto, alguno hubiera relatado del que se evidencie que resultaron vulnerados.

8. En estas condiciones, se revocará el fallo impugnado; en su lugar se protegerán los derechos de petición y al debido proceso de que es titular el demandante. Además, se adicionará el fallo para negar el amparo frente a las personas vinculadas, en razón a que no se relató hecho alguno del que pudiera deducirse que por acción u omisión lesionaron algún derecho de que sea titular el demandante y para declarar improcedentes las demás pretensiones de la demanda.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, el 6 de marzo pasado, en la acción de tutela instaurada por el señor Gustavo Giraldo Acevedo contra el Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo.

SEGUNDO: CONCEDER la protección a los derechos de petición y al debido proceso administrativo de que es titular el accionante. En consecuencia, se ordena al Dr. Dimas Sampayo Huertas, Superintendente Delegado para la Supervisión de la Actividad Financiera del Cooperativismo, que en el término de cuarenta y ocho horas, contado a partir de la notificación de esta providencia, se pronuncie sobre el trámite que dará a las quejas formuladas por el demandante los días 24 de julio y 4 de octubre de 2017; también sobre la petición que elevó el 27 de ese último mes.

TERCERO: NEGAR la tutela frente al Superintendente de la Economía Solidaria, la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Trabajadores de la Educación de Risaralda y el Consejo de Administración, la Junta de Vigilancia y los Comités de Ética y de Recreación de esta última entidad.

CUARTO: Se declara improcedente el amparo dirigido a obtener se ordene al funcionario accionado sancionar a los representantes de Cooeducar, resarcir el daño ocasionado y proteger a los denunciantes.

QUINTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

(Continúa parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66170-31-10-001-2018-00088-01)
SEXTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 43 a 46 cuaderno No. 2


� Folios 154 a 159 cuaderno No. 1


� Corte Constitucional. Sentencia T-556 de 2013. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.


� Folios 2 a 8 cuaderno No. 1


� Folio 20 cuaderno No. 1


� Folios 255 a 257 cuaderno No. 1


� Oficio remisorio que obra a folios 269 y 270 cuaderno No. 1


� Folio 21 cuaderno No. 1


� Folios 22 y 23 cuaderno No. 1


� Folios 24 y 25 cuaderno No. 1


� Folio 273 y 274 cuaderno No. 1


� Leer sentencia T- 339 de 2010 de la Corte Constitucional
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